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Exp. 678/2022/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 678/2022/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECTOR DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a doce de mayo de dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del juicio contencioso administrativo número **********, promovido por la C. ********** en su carácter de apoderada para pleitos y cobranzas de**********, contra actos del DIRECTOR DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ; y,
R E S U L T A N D O


I.- A través del escrito presentado ante este Tribunal el quince de agosto del dos mil veintidós, la C. **********en su carácter de representante legal de la empresa actora **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), respecto de la emisión de los siguientes actos que se precisan a continuación:

“El oficio **********, de fecha 3 de junio de 2022, emitido (según su contenido) por el Licenciado **********en su calidad de Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y soledad de Graciano Sánchez (en adelante “INTERAPAS”), mediante el cual se notifican diversos adeudos en materia de descargas contaminantes”
II.- Mediante proveido de fecha cinco de septiembre de dos mil veintidós, se requirió a la C. **********, para que exhibiera el instrumento notarial del que se desprendan sus facultades de representación de la persona moral actora; apercibida que de no cumplir con el requerimiento se desecharía su demanda. 
III.- Mediante proveido de fecha cuatro de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a la C. **********, por contestando el requerimiento hecho por auto de fecha cinco de septiembre de dos mil veintidós, adjuntando copia certificada del poder general para pleitos y cobranzas y administración en materia laboral que consta en el instrumento notarial número **********del protocolo del Notario Público número ********** en ejercicio en esta ciudad de San Luis Potosí, mediante el cual acredita la personalidad con la que comparece.
Por otra parte, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado a la autoridad demandada para qué contestara la demanda, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontraran relacionadas.

IV.- Mediante proveido de fecha tres de marzo de dos mil veintitrés, se ordenó la regularización del procedimiento para el único efecto de proveer respecto de la suspensión solicitada, por lo que se decretó la suspensión del acto impugnado, en cuanto a las acciones de cobro que realicen las autoridades demandadas, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado en que actualmente se encontraban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio, suspensión que surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara el adeudo exigido por la autoridad demandada.

Se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda ad-cautelam y por objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio las pruebas ofrecidas por la parte actora, por lo que con una copia simple de su contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, con fundamento en los artículos 69, fracción II y 70, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como admitidas las prueba que ofrecieron las partes.

Por último, se fijaron las doce horas del diecinueve de abril de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes. Finalmente, se citó para resolver.   

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora se encuentra justificada ya que comparece a juicio la C. **********, en su carácter de representante legal de la empresa actora “**********.”, justificando dicha personalidad con la copia certificada del Instrumento Notarial número **********, del Protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta Ciudad, misma que la parte impetrante acompañó a su escrito inicial de demanda, y que es visible a fojas 49 a la 60 de este expediente.

Asimismo respecto del interés jurídico de la accionante, se encuentra acreditado en autos, del propio acto impugnado, el cuál se encuentra dirigido a la empresa actora, y en donde se le está realizando el cálculo relativo al adeudo por descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal de diversos periodos; documental que obra agregada a fojas de la 38 a la 40 del expediente en que se actúa.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación, en virtud de que, el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Lic. **********, Titular de la Unidad Jurídica de ese Organismo; carácter que acreditó con la copia certificada del nombramiento de fecha diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, expedido a su favor por el Ing. **********, en su carácter de Director General del citado Organismo, con el que se acreditan las facultades de representación, el cual se localiza en la foja 78 de este expediente, documento al que se le otorga valor probatorio pleno, en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio **********, de fecha tres de junio de dos mil veintidós, signado por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); mismo que se encuentra dirigido a nombre de la empresa hoy actora y en el que se realiza el cálculo relativo al adeudo por descarga de contaminantes a la red de drenaje municipal correspondiente a diversos periodos.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En el presente asunto, la autoridad demandada compareciente, hace valer la excepción de falta de legitimación y personalidad, ya que el promovente exhibe un poder otorgado por el Director General y Presidente del Consejo de Administración de la Sociedad Mercantil aquí representada, argumentando que dicho documento no es suficiente para acreditar la legitimación con la que comparece, dado que el mismo es únicamente otorgado como Poder General para Pleitos y Cobranzas y Administración en Materia Laboral, por lo cual considera que dicho poder es limitativo, pues no faculta a la promovente para interponer demandas de nulidad, por lo cual no es suficiente para acreditar la personalidad, por lo que debe declararse procedente la excepción opuesta, siendo esta una causa de improcedencia, por lo cual considera procedente el sobreseimiento del juicio.

En relación con el argumento anterior, conviene señalar que el artículo 2384 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en todos los poderes generales para pleitos y cobranzas, bastará que se diga que se otorga con todas las facultades generales y las especiales que requieran la cláusula especial conforme a la Ley, para que se entiendan conferidos sin limitación alguna; por tanto si bien es cierto que en ese tipo de mandato se mencionó que se otorga poder general para Pleitos y Cobranzas y Administración en Materia Laboral, también resulta cierto que se especifican las facultades de Poder General para Pleitos y Cobranzas, que se otorga con todas las facultades generales y las especiales que requieran la cláusula especial conforme a la Ley, por lo cual el apoderado puede intervenir en las controversias laborales y también de carácter administrativo, pues ello no impide al mandatario ejercer dicho poder en otras controversias de carácter diverso al laboral, por lo que para su ejercicio no requieren de cláusula especial. De ahí que las facultades concedidas enunciativamente, no limitan la naturaleza genérica de tal mandato, que deviene de la norma sustantiva invocada con antelación, no de la voluntad del poderdante, por lo que debe entenderse que ese poder se otorgó en términos genéricos.

En relación con lo anterior, conviene señalar la jurisprudencia sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito, la cual se transcribe a continuación:

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa. Tesis: III.1o.A. J/3, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Junio de 1999, página 897.

PODER GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS. NO ES OBSTÁCULO QUE AL OTORGARSE EXPRESAMENTE SE FACULTE AL APODERADO PARA INTERVENIR EN CONTROVERSIAS DE ÍNDOLE LABORAL Y MERCANTIL, PARA QUE DICHO APODERADO PUEDA EJERCER ESA REPRESENTACIÓN EN OTRAS CONTROVERSIAS, COMO SERÍA LA FISCAL. El artículo 2554 del Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, dispone que basta que en el poder para pleitos y cobranzas se diga que se otorga con todas las facultades generales y aquellas que requieran cláusula especial conforme a la ley, para que se entendiera conferido sin limitación alguna. Luego, si en ese tipo de mandato se mencionó que el apoderado puede intervenir en las controversias laborales y mercantiles, ello no impide al mandatario ejercer dicho poder en otras controversias de carácter fiscal ante autoridades y tribunales administrativos de la Federación, como de los Estados, que para su ejercicio no requieren de cláusula especial. De ahí que las facultades concedidas enunciativamente, no limitan la naturaleza genérica de tal mandato, que deviene de la norma sustantiva (artículo 2554), no de la voluntad del poderdante, por lo que debe entenderse que ese poder se otorgó en términos genéricos. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practico estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas 5 a 31 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedo señalado en párrafos anteriores, el acto impugnado se hace consistir en **********, documental que obra a fojas de la 38 a la 40 del presente sumario.
Ahora bien, en primer término, la parte actora aduce en su concepto de impugnación, que con el objeto de que se declare la inaplicación de las normas que se combaten, por resultar contrarias a la Constitución Federal, refiere que las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998 publicadas en el Periódico Oficial el 16 de abril de 1998, violentan este principio consagrado en el artículo 31 fracción IV de la Carta Magna, en tanto que concibe contribuciones en el cuerpo de un ordenamiento administrativo y no así en el acto formal y materialmente legislativo como se exige en el citado artículo Constitucional.

Aduce el impetrante que no existe ley alguna que regule las supuestas contribuciones adeudas en quebranto al principio “nullum tribuum sine lege”, lo que conlleva la inconstitucionalidad de los actos de la autoridad demandada contenida en el oficio **********, violentando así las garantías de legalidad tributaria (artículo 31 fracción IV de nuestra Carta Magna) en concordancia con la de seguridad jurídica previstas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Refiere que la Constitución Federal, en su artículo 31 fracción IV, establece la obligación de todos los mexicanos a contribuir a los gastos públicos, de manera proporcional y equitativa en los términos que disponga las leyes.
Argumenta que en el caso, se determinan cantidades por supuestos adeudos de contribuciones (descargas residuales contaminantes fuera de norma) que son ilegales por no estar sustentadas en ninguna disposición legal que prevenga su pago, siendo de explorado derecho que no puede existir tributo a cargo de las personas que no esté previsto en ley, ello atendiendo al principio “nullum tribuum sine lege”.

Continua señalando, que en el caso no existe ningún precepto legal en que se haya establecido que obligue de manera directa o indirecta al pago de una prestación o contraprestación determinada por la ley a favor del erario, ni mucho menos a favor de la autoridad demandada, por lo que la ausencia de cualquiera de los elementos esenciales de las contribuciones implica la inexistencia de la contribución y por tanto hace nugatorio la exigencia de su pago.

El accionante argumenta que la autoridad no establece fundamento legal alguno que constituye un ordenamiento formal y materialmente legislativo, en su lugar en el penúltimo párrafo se sustenta la determinación de la contribución (derechos) en las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998 indebidamente emitidos por la autoridad y por tanto carece de fuerza necesaria para imponerse al particular y obligarlo a su observancia y entero.

La parte actora menciona que la autoridad no citó ningún fundamento legal sobre el cual justifique la determinación de las contribuciones que nos ocupan, al no existir ordenamiento formal y materialmente legislativo, que establezca la obligación de pagar derechos por concepto de descargas residuales contaminantes, por lo cual considera la inexistencia de una obligación tributaria, y por ende la inaplicabilidad de la norma reclamada.

Por lo que hace a la Fundamentación y Motivación, que expone en sus conceptos de impugnación señalado bajo el numeral II, manifiesta que lo anterior trasciende en una violación directa a la fundamentación y motivación en la emisión de las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998, en tanto que el Consejo de Administración del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, carece de facultades para ello, por lo que las cuotas y tarifas publicadas en el periódico oficial del Estado con fecha 16 de abril de 1998 por el Consejo de Administración del organismo, en las que se fundan los actos impugnados no constituyen una ley formal y material en razón de no ser aprobadas por la Soberanía, por lo cual aduce que la determinación impugnada es ilegal e inconstitucional.

En este orden de ideas, partiendo del análisis de los argumentos expuestos por la parte actora, se traducen en que solicita a esta Sala Unitaria, la desincorporación de su esfera jurídica de las tarifas y cuotas en materia de saneamiento de 1998 publicados en el periódico Oficial del Estado el 16 de abril de 1998, el cual considera inconstitucional, en tanto que concibe contribuciones  un ordenamiento administrativo, y no así en el acto formal y materialmente legislativo, y al transgredir lo establecido en el artículo 31 fracción IV de la Carta Magna, por lo que debido a lo anterior, considera que se evidencia la ilegalidad e inconstitucionalidad de la resolución que impugna.

En el caso el impetrante, cuestiona la Constitucionalidad del ordenamiento consistente en las cuotas y tarifas publicadas en el periódico oficial del Estado con fecha 16 de abril de 1998, aprobadas por el Consejo de Administración del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, el cual afirma carece de facultades para ello; lo cual no es competencia de este Tribunal,  por lo que tales cuestiones deben ser dilucidadas por los Tribunales de la Federación, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales, máxime que conforme al planteamiento propuesto por el actor, pretende que las cuotas y tarifas publicadas en el periódico oficial del Estado con fecha 16 de abril de 1998, al no constituir un ordenamiento formal y materialmente legislativo, carece de fuerza para imponerse al particular y obligarlo a su observancia, por lo que su emisión es indebida y el contenido de dicho ordenamiento no se ajusta a la disposición que consagra la Carta Magna, en aras de la preservación del principio de supremacía constitucional.

Por lo que hace a la aplicación del Control de Convencionalidad ex officio en materia de Derechos Humanos, que solicita el actor, el párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, de donde deriva que los tribunales federales, en los asuntos de su competencia, deben realizar el estudio y análisis ex officio sobre la constitucionalidad y convencionalidad de las normas aplicadas en el procedimiento, o en la sentencia o laudo que ponga fin al juicio. 

 Ahora, esta obligación se actualiza únicamente cuando el órgano jurisdiccional advierta que una norma contraviene derechos humanos contenidos en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, aun cuando no haya sido impugnada, porque con su ejercicio oficioso se garantiza la prevalencia de los derechos humanos frente a las normas ordinarias que los contravengan. 

Lo expuesto por el actor resulta inoperante, toda vez que esta Sala, atendiendo al principio de exhaustividad, tras un análisis al ordenamiento invocado por la emisora, no advierte violación alguna a Derechos Humanos, por la cual se tenga que aplicar el control difuso de constitucionalidad o convencionalidad.

Sirve de sustento a lo anterior, por analogía, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Décima Época, con número de registro 2006186, ubicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, de materias Común y Administrativa, en la página 984, que en su rubro y texto establece:

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Es tado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”.

Asimismo, resulta aplicable a lo anterior, la tesis siguiente:

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. ES INNECESARIO QUE EL JUZGADOR ORDINARIO O CONSTITUCIONAL, AL DICTAR SUS SENTENCIAS, REALICE CONSIDERACIONES DEL PORQUÉ CONSIDERA QUE LAS HIPÓTESIS LEGALES QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO AL CASO QUE RESUELVE NO SON INCONVENCIONALES, PUES SU EJERCICIO ES IMPLÍCITO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que corresponde a todas las autoridades jurisdiccionales del país el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, de las disposiciones jurídicas que apliquen en sus decisiones, lo que se traduce en el deber de examinarlas e interpretarlas conforme a los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, adoptando siempre la interpretación más favorable a las personas y, en caso de ser contrarias a dichos paradigmas, siempre que no exista la posibilidad de realizar una interpretación conforme, inaplicarlas. No obstante lo anterior, en el dictado de las sentencias es innecesario que el juzgador ordinario o constitucional realice consideraciones del porqué considera que las hipótesis legales que sirven de fundamento al caso que resuelve no son inconvencionales, pues el ejercicio del control de convencionalidad ex officio, es implícito, por lo que sólo en aquellos casos en donde se estime que hay transgresión de derechos humanos, debe razonar y explicar por qué, si no es posible realizar una interpretación conforme, se aparta del texto de la norma. Correlativamente, se tiene que tal potestad no implica un derecho de las partes para exigir que se verifique un control de convencionalidad, que equivaldría a un control concentrado de constitucionalidad o convencionalidad, lo cual excede y supera el control difuso, que es la esencia del de convencionalidad y que difieren en cuanto a que en el primero se analiza el precepto legal en forma abstracta, y ello corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial de la Federación (control concentrado) y, en el segundo (control difuso), el análisis se realiza sobre los hechos concretos del caso y la norma que resulta aplicable.”


CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 427/2013. Jesús Zamudio López. 8 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.”

En lo relativo al argumento en el sentido de que ante la falta de elementos esenciales de las contribuciones, no es posible que se trate de una contribución y menos aún que el sujeto pueda cubrirla como tal, por lo que la determinación impugnada no tiene validez para surtir efectos en perjuicio de la moral actora.

A este respecto, la demandada en su contestación de demanda señala que en el caso el oficio impugnado no constituye un crédito fiscal, por lo que no cuenta con los elementos de sujeto, objeto, base, tasa, tarifa o cuota, pues si bien son adeudos con carácter fiscal, aún falta ejercitar las facultades de comprobación y determinación.
En efecto, con base en el contenido del oficio que se controvierte, no se advierte que en el caso se hayan ejercido las facultades de cobro que al efecto prevé el numeral 79 del Código Fiscal del Estado, pues si bien mediante el oficio se hace referencia a diversos adeudos en materia de contaminantes atribuidos a la empresa aquí representada, no se trata de un acto formal de cobro realizado dentro del procedimiento administrativo de ejecución, con el cual se haga evidente la intención material de la autoridad de obtener su pago.

En este sentido, cabe señalar que la determinación de un crédito fiscal, es a través del inicio del ejercicio de facultades de comprobación, y seguidas las etapas del procedimiento y comprobado el incumplimiento de las obligaciones tributarias relativas, para entonces emitir el crédito fiscal que corresponda, toda vez que los adeudos a cargo de los usuarios y a favor del Organismo Intermunicipal derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tienen el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado, teniendo facultades dicho Organismo para determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas y tarifas por los servicios que preste, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 92 fracción XI, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, 67 y 89 del Código Fiscal del Estado.

Por lo que hace al concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, en el que medularmente el actor refiere que debe declararse la inaplicación de las normas que se combaten, por resultar contrarias a la Constitución Federal.

Aduce la parte actora que las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998 publicados en el Periódico Oficial el 16 de abril de 1998, violentan el principio de legalidad tributaria, proporcionalidad y equidad, consagrado en el artículo 31 fracción IV de la Carta Magna, en tanto que concibe contribuciones en el cuerpo de un ordenamiento administrativo, y no así en el acto formal y materialmente legislativo como se exige en el citado artículo Constitucional, así mismo solicita la inaplicación del artículo 7°de las tarifas y cuotas en mención, al no respetar el principio de proporcionalidad y equidad.

La autoridad al momento de formular su contestación a la demanda en lo relativo a los agravios que se analizan sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Respecto del tema de violación al principio de legalidad tributaria, conforme al artículo 31 fracción IV de la Constitución Federal, por virtud de que las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998 publicados en el Periódico Oficial el 16 de abril de 1998, no se trata de un acto formal y materialmente legislativo, al concebir contribuciones en un ordenamiento administrativo, e inaplicación del artículo 7° del citado Ordenamiento; esta Segunda Sala Unitaria no advierte que la aplicación de las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998 y su numeral 7°, resulten violatorias del principio de legalidad tributaria, pues no se advierte violación alguna a los derechos humanos, respecto que la obligación a cumplir contravenga la proporcionalidad y equidad, y el actor puede en todo momento conocer la forma cierta de contribución al gasto público del Municipio, máxime la atribución del Consejo de Administración del Organismo Intermunicipal, para la emisión de las tarifas y cuotas mencionadas, atento al numeral 36 fracción VI, del Reglamento Interior del Organismo Intermunicipal, en vigencia en la época de su publicación en el medio de difusión Oficial. 
Sirve de sustento, por analogía, el criterio de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al tenor siguiente:

Registro digital: 2006186

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Común, Administrativa

Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 984

Tipo: Jurisprudencia

CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.

Contradicción de tesis 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis XXX.1o.1 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 2016, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 212/2013.

Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de febrero de dos mil catorce.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

También resulta aplicable la tesis de jurisprudencia cuyo rubro y texto señala: 

Época: Décima Época Registro: 2004748 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2 Materia(s): Constitucional Tesis: 1a./J. 104/2013 (10a.) Página: 906

PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció de que por virtud del texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional en materia de derechos fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. También deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las normas provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de "derechos" alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes.

Amparo directo en revisión 2504/2012. Adrián Manjarrez Díaz. 7 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo directo en revisión 3250/2012. Banorte Generali, S.A. de C.V. Actualmente Afore XXI Banorte, S.A. de C.V. 9 de enero de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo directo en revisión 277/2013. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 10 de abril de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo en revisión 112/2013. Akai Internacional, S.A. de C.V. 17 de abril de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo directo en revisión 1320/2013. Motores Diesel de Zacatecas, S.A. de C.V. 29 de mayo de 2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 104/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticinco de septiembre de dos mil trece.

El accionante se duele de la fundamentación y motivación, lo cual trasciende a una violación directa de fundamentación y motivación en la emisión de las tarifas en materia de saneamiento de 1998, en tanto que el Consejo de Administración del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, carece de facultades para ello.

El referido concepto de impugnación resulta inoperante, toda vez que la fundamentación y motivación que señala no se dirige al acto controvertido en el presente asunto, sino al ordenamiento aplicado consistente en las tarifas en materia de saneamiento de 1998, por lo que de acuerdo con el artículo 16 constitucional, la suficiente fundamentación y motivación es en relación al acto de autoridad, sin que en el caso así hubiere acontecido, de ahí su inoperancia.

Por cuanto hace a las facultades del Consejo de Administración del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, para emitir las tarifas de cuotas en materia de saneamiento de 1998, dicha cuestión ya fue motivo de pronunciamiento en párrafos anteriores, por esta Sala Unitaria, por lo que se tiene por reproducido lo relativo en obvio de repeticiones innecesarias

En un diverso motivo de disenso el accionante se duele que el acto impugnado carece de uno de los elementos esenciales que todo acto de autoridad debe tener, específicamente el relativo al artículo 164 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en correlación al artículo 16 Constitucional, pues carece de los datos precisos que faculten y den competencia a la autoridad emisora, pues no se desprende del mismo la norma jurídica mediante la cual se reconozca la existencia de alguna autoridad denominada “Interapas”, por lo cual considera no se logra acreditar la existencia al no citar la ley, reglamento o norma alguna que lo faculte para realizar dicha determinación o inclusive que reconozca su existencia.

Dicho argumento resulta infundado, pues conforme a lo señalado por el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se advierte que del estudio realizado a las constancias que integran el presente sumario, se desprende que el documento impugnado contiene el fundamento relativo a la competencia de la autoridad emisora.
En principio, es necesario establecer que del numeral citado en el párrafo precedente, se deduce el imperativo de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia.  

La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:

Novena Época

Registro: 170827

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXVI, Diciembre de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 218/2007

Página:   154

COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.
(Énfasis nuestro)
Ahora bien, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Esto es así porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.

Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

Ahora bien, por lo que hace al acto impugnado en el presente juicio, se aduce que el mismo es acorde a los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis íntegro del**********, emitido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal, se aprecia que la autoridad emisora cumplió con la obligación legal de establecer el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultad para dictar el acto de molestia al particular, ya que como puede verse de los mismos hace referencia a los numerales 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 3°, 4° fracción IV, 71, 73, 100 y Quinto Transitorio de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, artículo 50 del Reglamento para el Control de las Descargas de Aguas Residuales al Sistema de Drenaje y Alcantarillado Municipal y 47 fracción IV del Reglamento Interno del Organismo Operador; por tanto, con la cita y fracción del precepto legal que antecede cumple a cabalidad la obligación de fundar la competencia material atribuida a la entidad que representa.

Para comprensión de lo anterior, se transcriben los dispositivos referidos:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 16. “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.

(…)…”
Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

ARTICULO 3º. Para efectos de la presente Ley se entiende por: 

I.-Aguas estatales: aquéllas que son patrimonio del Estado y que se encuentran sujetas a sus disposiciones, de acuerdo con el párrafo quinto del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en términos del artículo 110 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano-de San Luis Potosí; 

(ADICIONADA P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

II. Aguas grises: aquéllas que provienen de los desagües sanitarios de aseo personal tales como, bañeras, duchas, lavabos o bidés; no aptas sanitariamente para el consumo humano, pero cuyas características organolépticas y de limpieza de sólidos en suspensión permiten su distribución por conducciones y mecanismos de pequeño diámetro para usos auxiliares como, riego, evacuación de inodoros, limpieza de vehículos, entre otros;

 III.-Aguas nacionales: las aguas propiedad de la Nación, en los términos del párrafo quinto del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

IV.-Aguas pluviales: aquéllas que provienen de lluvias, incluyendo las que provienen de nieve y granizo; 

(REFORMADA P.O. 07 DE MAYO DE 2016) 

V. Agua potable: la que sea salubre y limpia cuando no contenga ningún tipo de microorganismo, parásito o sustancia, en una cantidad o concentración que pueda suponer un riesgo para la salud humana; y que reúne los requisitos establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas vigentes, y se distribuye, principalmente, a través de los servicios de agua potable y saneamiento; 

VI. Aguas residuales: las aguas de composición variada provenientes de las descargas de usos público urbano, doméstico, industrial, comercial, de servicios, agrícola, pecuario, de las plantas de tratamiento y, en general, de cualquier uso; así como la mezcla de ellas que por el uso o aprovechamiento de que han sido objeto, contengan contaminantes que dañen, modifiquen o alteren su calidad original; 

VII. Agua tratada: agua residual resultante de haber sido sometida a procesos para remover total o parcialmente sus cargas contaminantes; 

VIII. Alcantarillado: la red o sistema de conductos y accesorios para recolectar y conducir las aguas residuales y pluviales hasta el sitio de su tratamiento o disposición final; (ADICIONADA P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

IX. Alcantarillado pluvial: la red o sistema de conductos abiertos o cerrados, accesorios y estructuras hidráulicas e instalaciones para captar, conducir, regular, aprovechar, controlar y/o transitar los escurrimientos pluviales que se generen en una zona determinada de la ciudad o en nuevos centros de población, hasta su descarga en un cuerpo receptor natural o artificial; 

(ADICIONADA P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

X. Alcantarillado sanitario: la red o sistema de conductos y accesorios para recolectar y conducir las aguas residuales hasta el sitio de su tratamiento o disposición final; 

(ADICIONADA P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

XI. Asentamiento irregular: predio donde se establece una persona o una comunidad al margen de los reglamentos o las normas establecidas por las autoridades encargadas del ordenamiento urbano; 

XII. Centro de población: el área urbana ocupada por las instalaciones necesarias para su vida normal; las que se reserven para su expansión futura; las constituidas por elementos naturales que cumplen una función de preservación de sus condiciones ecológicas; y las que se dediquen a la fundación del mismo, conforme a la normatividad aplicable; 

XIII. Comisión: Comisión Estatal del Agua; 

XIV. Comités de agua rurales: los organismos auxiliares del ayuntamiento, constituidos y reglamentados por éste, que tienen por objeto la prestación de los servicios para una población determinada y circunscrita a un territorio; 

XV. Comunidad rural: los centros de población con menos de dos mil quinientos habitantes; 

XVI. Concesión: título que otorgan, el Ejecutivo del Estado, a través de la Comisión; y los ayuntamientos, conforme a sus respectivas competencias, para la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas estatales, y de sus bienes inherentes; o de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, a las personas físicas o morales; 

XVII. Concesionario: la persona física o moral a la que se concesionen: a) Las aguas o sus bienes inherentes para su explotación. b) Los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales; 

XVIII. Congreso: el Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí; 

XIX. Contratistas: las personas físicas o morales que celebren contratos con los municipios, organismos descentralizados, o la Comisión, en los términos de esta Ley; 

XX. Cuerpo receptor: las corrientes o depósitos naturales, presas, cauces, embalses creados por el hombre, drenajes y alcantarillados, colectores, emisores, canales, zanjas, drenes y humedales donde se descargan aguas residuales; 

XXI. Cuota: contraprestación que se debe pagar por el uso de un bien o servicio; 

XXII. Derivación: la conexión a la instalación hidráulica interior de un predio, para abastecer de agua a uno o más usuarios localizados en el mismo; 

XXIII. Descarga: acción de verter, infiltrar, depositar o inyectar aguas residuales o pluviales en el sistema de alcantarillado, drenaje o cuerpo receptor;

 XXIV. Drenaje: sistema de conductos abiertos o cerrados, estructuras hidráulicas y accesorios para el desagüe y alejamiento de las aguas residuales y pluviales; 

XXV. El ayuntamiento: los ayuntamientos; 

XXVI. El cabildo: los cabildos; 

XXVII. Fraccionamiento de predios: a) La división de un predio en dos o más lotes, que requiere apertura de vías públicas o calles privadas; o cuando se establezcan servidumbres de paso, así como de obras de urbanización y equipamiento, en su caso, de ejecución progresiva. b) La división de la cosa común en caso de copropiedad, cuando con aquélla se afecten las funciones de la vida urbana o los servicios públicos, en los términos de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado; y de los planes y programas de la materia; 

XXVIII. Indicadores de gestión: parámetros de medición elegidos como variables relevantes que permiten reflejar suficientemente una realidad, referidos a un momento o a un intervalo temporal determinado y que pretenden informar sobre aspectos de administración, producción, planificación, técnicos, financieros y demás conceptos, concernientes a una o varias organizaciones que presten servicios de agua potable y saneamiento; 

XXIX. Infraestructura intradomiciliaria: la obra interna que requiere el usuario final de cada predio, para recibir los servicios hídricos; 

XXX. Materiales pétreos: materiales tales como arena, grava, piedra y/o cualquier otro tipo de material utilizado en la construcción, que sea extraído de un vaso o cauce de una corriente; 

XXXI. Organismo operador: el ente público descentralizado de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objetivo principal es la responsabilidad de organizar y tomar a su cargo en forma parcial o integral, la administración, operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación, ampliación y eficiencia en la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento de aguas residuales, dentro de los límites de su circunscripción territorial a través de cualquier sistema o método, a más de un predio, cualquiera que sea la fuente de abastecimiento, pudiendo ser: a) Paramunicipal: el establecido en un municipio en el que presta los servicios públicos. b) Intermunicipal: el establecido en un área geográfica determinada, de dos o más municipios, en los que presta los servicios públicos; 

XXXII. Prestador de los servicios: quien proporcione los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, ya sea el ayuntamiento, los comités de agua rurales, los organismos operadores descentralizados, los concesionarios, o la Comisión; 

XXXIII. Programa estatal hídrico: documento básico de la planeación hídrica estatal que establece las políticas públicas, y describe las acciones del sector hídrico; 

XXXIV. Programa operativo anual: instrumento de planeación que conjunta en el corto plazo, tanto el diseño general de la política hidráulica, como los lineamientos específicos, sobre cuya base se asignan los recursos públicos y, de esta manera, garantiza la compatibilidad entre los diversos instrumentos anuales de la planeación; 

XXXV. Recursos hídricos: recursos de agua dulce contenida en cualquier tipo de cuerpos y cauces de agua disponible para su uso, explotación y aprovechamiento; así como las aguas derivadas de la precipitación pluvial o tratamiento, incluyendo los procesos naturales y artificiales de su interacción en el entorno biótico y abiótico de todo el sistema hidrológico, considerando el recurso suelo;

 XXXVI. Reglamento: el reglamento de la presente Ley; 

XXXVII. Reincidencia: cada una de las subsecuentes infracciones a un mismo precepto; 

XXXVIII. Reuso: la explotación, uso o aprovechamiento de aguas residuales, con o sin tratamiento previo; 

XXXIX. Saneamiento: las medidas y acciones necesarias para colectar, conducir, tratar las aguas residuales con fines de eliminar total o parcialmente agentes patógenos y su descarga, así como su disposición final y, en general, las acciones necesarias para preservar y mejorar la calidad del agua; 

XL. SEDARH: Secretaría de Desarrollo Agropecuario y Recursos Hidráulicos; 

XLI. SEGAM: Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental; 

XLII. Servicios públicos: los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; 

XLIII. Tarifa: el conjunto de valores unitarios que sirve de base para determinar las cuotas que deben pagar los usuarios como contraprestación por los servicios públicos proporcionados; 

XLIV. Toma: conexión a la red para dar servicio de agua al predio del usuario, incluyendo el ramal y el cuadro; 

XLV. Tratamiento de aguas residuales: conjunto de acciones para mejorar la calidad del agua residual, para cumplir con la normatividad vigente para su reuso; 

XLVI. Uso: aplicación del agua a una actividad que implique el consumo, parcial o total de ese recurso; 

XLVII. Uso agropecuario: el empleo de agua para riego, cría y engorda de ganado, aves de corral y otros animales en preparación para su primera enajenación, siempre y cuando no comprendan ninguna transformación industrial; 

XLVIII. Uso comercial: la utilización del agua en establecimientos y oficinas, dedicadas a la comercialización de bienes y servicios; 

XLIX. Uso doméstico: la utilización de agua destinada al uso particular de las personas y de las viviendas; así como el riego de jardines y de árboles de ornato, incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que éstas últimas dos aplicaciones no constituyan actividades lucrativas; 

L. Uso industrial: la utilización de agua en extracción, conservación o transformación de materias primas o minerales, el acabado de productos o la elaboración de satisfactores, así como la que se utiliza en calderas, en dispositivos para enfriamiento, lavado, baños y otros servicios dentro de la empresa; las salmueras que se utilizan para la extracción de cualquier tipo de sustancias, y el agua aún en estado de vapor que es usada para la generación de energía eléctrica o para cualquier otro propósito de transformación; 

LI. Uso público urbano: la utilización de agua para el abasto a centros de población o asentamientos humanos, a través de la red de distribución a cargo del prestador de los servicios; 

LII. Usuario: la persona física o moral que utilice los servicios públicos; 

LIII. Zona de protección; la franja de terreno de hasta cincuenta metros de anchura, inmediata a las trazas de las presas, estructuras hidráulicas y otra infraestructura hidráulica e instalaciones conexas, cuando dichas obras sean de propiedad estatal para su protección y adecuada operación, conservación y vigilancia, y 

LIV. Zona estatal: las franjas de hasta diez metros de anchura, medidos en forma horizontal, contiguas a los cauces o a los vasos o depósitos de propiedad estatal, a partir del nivel de aguas máximas ordinarias. 

ARTICULO 4º. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias: 

…

IV. Los organismos operadores descentralizados.

ARTICULO 71. Los servicios públicos estarán a cargo de los municipios en todos los asentamientos humanos regulares de su circunscripción territorial, los cuales, podrán prestarlos por sí mismos, a través de comités auxiliares, o por medio de organismos descentralizados concesionarios, o por la Comisión en los términos de esta Ley y demás disposiciones legales aplicables. 

(ADICIONADO P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

En el caso de los asentamientos irregulares, sus gestiones para la obtención de la factibilidad de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y pluvial, procederán hasta que regularicen su situación jurídica respecto del predio del que se requieren los servicios. 

(ADICIONADO P.O. 30 DE JUNIO DE 2015) 

El ayuntamiento o el organismo operador, en su caso, en el área de circunscripción que les competa, deberán revisar y, en su caso, proponer una solución cuando los asentamientos irregulares y sus obras de infraestructura de agua potable, alcantarillado sanitario y pluvial afecten la factibilidad de prestación de los servicios para un desarrollador, así como el servicio mismo para asentamientos regulares autorizados y construidos. 

ARTICULO 73. Los municipios podrán prestar los servicios públicos en forma descentralizada, a través de organismos operadores descentralizados de la administración pública municipal, o convenir con otros municipios la creación de organismos operadores intermunicipales, en los términos de la presente Ley.

ARTICULO 100. El Director General del organismo operador descentralizado tiene las siguientes atribuciones: 

I. Tener la representación legal del organismo, con todas las facultades generales y especiales que requieran poder o cláusula especial conforme a la ley; así como otorgar y revocar poderes, formular querellas y denuncias, otorgar el perdón extintivo de la acción penal, elaborar y absolver posiciones, así como promover y desistirse del juicio de amparo; 

(REFORMADA, P.O. 20 DE OCTUBRE DE 2011) 

II. Presentar anualmente al cabildo para conocimiento, un informe general, por escrito, aprobado previamente por la Junta de Gobierno. Dicho informe debe contener, en forma explícita, el grado de cumplimiento de las metas establecidas en el Proyecto Estratégico de Desarrollo y las aclaraciones que al respecto considere convenientes. Asimismo, debe ser publicado de conformidad con la Ley de Transparencia Administrativa y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. De dicho informe se dará vista al Congreso del Estado; 

III. Elaborar la propuesta del Proyecto Estratégico de Desarrollo del organismo y actualizarlo anualmente, sometiéndolo a la aprobación de la Junta de Gobierno; 

IV. Supervisar la ejecución del Proyecto Estratégico de Desarrollo, aprobado por la Junta de Gobierno; 

V. Realizar los estudios tarifarios para determinar, en apego a lo dispuesto en la presente Ley, las cuotas y tarifas aplicables por la prestación de los servicios públicos; 

VI. Proponer a la Junta de Gobierno las cuotas y tarifas referidas en la fracción anterior, para que de considerarlo pertinente, las remita al Congreso del Estado, a través del ayuntamiento respectivo, para su aprobación y en su caso publicación; 

VII. Determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución en términos de lo previsto en la presente Ley y demás ordenamientos aplicables, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste el organismo; 

VIII. Coordinar las actividades técnicas, administrativas y financieras del organismo, para lograr una mayor eficiencia y eficacia del mismo; 

IX. Celebrar los actos jurídicos de dominio y administración que sean necesarios para el funcionamiento del organismo; 

X. Gestionar y obtener, conforme a la legislación aplicable y previa autorización de la Junta de Gobierno, el financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos, así como suscribir créditos o títulos de crédito, contratos u obligaciones ante instituciones públicas y privadas; 

XI. Autorizar las erogaciones correspondientes del presupuesto, y someter a la aprobación de la Junta de Gobierno las erogaciones extraordinarias; 

XII. Ordenar el pago de los derechos por el uso o aprovechamiento de aguas estatales y nacionales y de sus respectivos bienes inherentes, de conformidad con la legislación aplicable; 

XIII. Ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno; 

(REFORMADA, P.O. 20 DE OCTUBRE DE 2011) 

XIV. Convocar a reuniones de la Junta de Gobierno, por propia iniciativa, a petición de dos o más miembros de la Junta, en términos del reglamento interior del organismo; 

XV. Presentar para su aprobación a la Junta de Gobierno, un informe anual de actividades del organismo, dentro de los tres primeros meses de su ejercicio inmediato posterior, que contenga: a) Los informes sobre el cumplimiento de acuerdos de la Junta de Gobierno, mensualmente. b) Los estados financieros del organismo de acuerdo al reglamento interior de éste. c) El avance en las metas establecidas en el Programa Operativo Anual, semestralmente. d) El avance en los programas de operación autorizados por la propia Junta de Gobierno, trimestralmente. e) El estado de cumplimiento de los programas de obras y erogaciones en las mismas, mensualmente; 

XVI. Presentar a la Junta de Gobierno, para su aprobación, los proyectos de presupuestos de ingresos y de egresos, así como el programa de labores del ejercicio siguiente, antes del quince de noviembre de cada año; 

XVII. Establecer relaciones de coordinación con las autoridades federales, estatales y municipales, la administración pública centralizada o paraestatal, y las personas de los sectores social y privado, para el trámite y atención de asuntos de interés común; 

XVIII. Ordenar que se practiquen las visitas de inspección y verificación domiciliaria, o con la información documental que obre en expediente, realizar la revisión del cumplimiento de las obligaciones de los usuarios; 

XIX. Vigilar que se realicen en forma regular y periódica muestras y análisis del agua, así como estadísticas de los resultados que se obtengan, a fin de establecer las medidas adecuadas para mejorar la calidad del agua que se distribuye a la población, así como la que una vez utilizada se vierta a los cauces o vasos, de conformidad con la legislación aplicable; 

XX. Realizar las actividades que se requieran para lograr que el organismo preste a la comunidad servicios adecuados y eficientes; 

XXI. Fungir como Secretario de la Junta de Gobierno con voz, pero sin voto, y presentar el acta anterior e informar a la junta el avance de los acuerdos; 

XXII. Invitar a las sesiones de la Junta de Gobierno a otros representantes de dependencias de los tres ámbitos de gobierno, así como a representantes de los usuarios que formen parte del Consejo Consultivo, quienes en su caso tendrán voz pero no voto; 

XXIII. Acudir a todas las sesiones de la Junta de Gobierno; 

XXIV. Nombrar y remover al personal del organismo; 

XXV. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno, el reglamento interior del organismo y sus modificaciones; así como los manuales de organización, de procedimientos y de servicios públicos; 

XXVI. Remitir al consejo consultivo, los documentos enlistados en la fracción XV de este artículo; 

XXVII. Presentar al consejo consultivo para su opinión, un informe, dentro de los tres primeros meses del año, que contenga las acciones del último ejercicio, con el fin de mejorar la calidad de los servicios, y 

XXVIII. Las demás que le señalen la Junta de Gobierno, esta Ley y el Reglamento Interior.

Reglamento para el Control de las Descargas de Aguas Residuales al Sistema de Drenaje y Alcantarillado Municipal

ARTÍCULO 50. “El pago de las cuotas por los servicios de saneamiento por concepto de derechos de descarga para los usuarios no domésticos, dentro del ámbito de jurisdicción y competencia de INTERAPAS, deberá ser realizada en forma trimestral, para lo cual INTERAPAS emitirá el recibo o documento correspondiente, en el que se especificará, por lo menos, el nombre y dirección del usuario, número del permiso de descarga o en su caso, del expediente respectivo, el volumen total de descarga del período, tipo y cantidad de contaminantes descargados, índice del incumplimiento, así como la tarifa aplicable y monto a pagar.

Cuando en determinado período no sea posible determinar el total del volumen de agua descargada, se seguirán los lineamientos establecidos en el artículo 11 del presente Reglamento, así mismo, cuando por alguna razón no sea posible determinar los parámetros de la descarga, INTERAPAS tomará como base para el cobro de los derechos de descarga correspondientes, los promedios de los 3 (tres) trimestres anteriores.

En caso de inconformidad del usuario respecto a los resultados obtenidos aplicando los criterios del párrafo anterior, éste tendrá el derecho de manifestar su inconformidad ante el Organismo Operador, por escrito, situación que será analizada por INTERAPAS, por su parte, el Organismo operador deberá contestar al usuario dentro de los 15 (quince) días hábiles siguientes de recibida la inconformidad, la respuesta negativa o positiva, para proceder a la aplicación de las cuotas correspondientes.”

Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

ARTÍCULO 47. La Dirección de Comercialización cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones: 

(…)

…IV.- Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas, de acuerdo a la Ley de Cuotas y Tarifas y Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, vigentes, además de aplicar la actualización tarifaria aprobada. Asimismo, notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas;

De los preceptos citados por la autoridad demandada y que han sido transcritos, se desprende que de manera particular que el Reglamento Interior del Organismo Intermunicipal citado, actualmente en vigencia, Reglamentación la cual se considera dada la fecha de la emisión del acto impugnado, en su numeral 47 fracción IV, prevé la facultad del Director de Comercialización para aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas, de acuerdo a la Ley de Cuotas y Tarifas y Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, vigentes, además de aplicar la actualización tarifaria aprobada. Asimismo, notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas; por lo que dicho precepto legal sustenta la atribución de la emisora de manera concreta para emitir los adeudos en materia de contaminantes que se comprenden en el oficio que se impugna, como acontece en el presente asunto, en tal virtud se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello.

Por cuanto hace a la existencia legal de la emisora Director de Comercialización del Organismo demandado, el Reglamento Interior del multicitado Organismo, en su artículo 3° fracción II, inciso d), prevé dentro de sus Direcciones y Unidades Administrativas, la  existencia del Director de Comercialización, para el despacho de los asuntos competencia del Interapas, por lo que el argumento de la parte actora  en el sentido de que no se logra acreditar la existencia legal de la misma, resulta infundado, sin que sea necesario precisar en el acto que se controvierte el fundamento legal de su existencia, pues para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, basta la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia para emitir el acto dictado en agravio del particular.

No pasa desapercibido para esta Sala Unitaria, que la parte actora se duele de la omisión de precisar el Organismo al que pertenece el emisor (Director de Comercialización), sin embargo como lo reconoce el propio actor el oficio que exhibe como acto impugnado contiene el nombre de “Interapas”, por lo que dicha actuación no le produce estado de indefensión alguna al contener dicho oficio en la totalidad de sus fojas, las que en su parte final se reitera el nombre completo del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, lo cual no implica desconocimiento de la dependencia a la que pertenece la autoridad emisora, como lo refiere el actor.

En este sentido, el acto impugnado cumple con la fundamentación de la competencia, para lo cual resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, que dice.

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."


Continua manifestando en su concepto de impugnación, de la falta de fundamentación y motivación en cuanto al objeto del acto de molestia.


Refiere el actor que en el caso no existe artículo que faculte al Director de Comercialización, pues el artículo 46 fracción IV del Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, establece las facultades para notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, sin embargo como en el caso que nos ocupa no establece la facultad para determinar créditos fiscales como en el caso que nos ocupa, por tanto considera ilegal el acto de autoridad.

Resulta inoperante el argumento que antecede, toda vez que el acto impugnado en el presente juicio no se trata de una determinación de un crédito fiscal ni tampoco constituye el inicio del procedimiento administrativo de ejecución, en virtud de que el oficio de adeudos en materia de contaminantes dirigido a la moral actora, combatido en el presente juicio, únicamente constituye el medio para efectos de determinar los adeudos en materia de descargas contaminantes.

Se afirma lo anterior, atento a lo previsto en los artículos 178 y 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los cuales señalan lo siguiente:

“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado. 

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.”

De los citados preceptos legales, se desprende que los adeudos a cargo de los usuarios que se deriven del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

Que una vez que hayan sido determinados dichos créditos fiscales por el organismo operador y no hubieran sido cubiertos o garantizados por el usuario dentro del plazo previsto en dichas disposiciones legales, contados a partir de su notificación, será exigible su pago mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución.

En tal virtud, hasta en tanto no se determinen los adeudos, en una diversa actuación es que se hace exigible por las autoridades a través del procedimiento económico coactivo, pues únicamente cuando no hubieren sido cubiertos o garantizados esos créditos, dentro de los plazos señalados por la Ley, es que se hacen exigibles a través del procedimiento económico coactivo, es decir la determinación del adeudo es un acto derivado de la actitud omisiva del cumplimiento de la obligación tributaria; por lo que como quedo señalado en párrafos anteriores, el oficio aquí combatido únicamente constituye el medio para efectos de determinar el monto de los adeudos en materia de descargas contaminantes, respecto de diversos períodos, ello a partir de los contaminantes, concentración, parámetros excedidos, volumen descargado, Kilogramos en exceso descargado, carga contaminante, índice de incumplimiento, tarifa y cuota aplicable por Kilogramos; de ahí que la actuación de la demandada no deriva de la observancia de las disposiciones legales relativas a las facultades de determinación y procedimiento administrativo de ejecución, si no que actúa en base a las facultades de notificación y gestión de cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, atento a lo previsto en el artículo 47 fracción IV del Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

En el concepto de impugnación Tercero el demandante aduce que  la resolución impugnada es emitida en contra de lo establecido en los artículos 46 fracción IV, 55 y demás relativos al de las facultades de comprobación y 67 del Código Fiscal del Estado, en relación con los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, toda vez que considera el acto de autoridad producto de una indebida fundamentación y motivación.

Argumenta el actor que, en el caso la autoridad dice que la determinación de los créditos fiscales fueron determinados en base al análisis practicado por la empresa en sus descargas y que fueron entregados al Organismo, sin embargo es omisa en señalar a que análisis se refiere, de qué período, que datos incluye dicho análisis, cuál es su valor o alcance probatorio y si fueron proporcionados por el Representante legal de la moral actora; así mismo señala que la autoridad pretende que con solo hacer mención de unos supuestos análisis es suficiente para fundar y motivar la resolución impugnada, sin demostrar la existencia  de los mismos, y si fueron entregados y firmados por el representante legal.

Señala la parte actora que la demandada es omisa en señalar a detalle como llego a determinar dichas cantidades adeudadas, pues algunos rubros de los cuadros determinativos contienen datos incomprensibles y no son explicados por la autoridad en ninguna parte del documentos que se impugna, pues como se puede observar contiene rubros sin definir, lo que conlleva a que la aquí representada no pueda realizar una defensa en contra del procedimiento, y los datos ahí reflejados, de igual forma es omisa la emisora en señalar como es que llegó a determinar esos cálculos, precisando detalladamente el procedimiento para ello, toda vez que no existe un solo elemento en el documento impugnado que precise con claridad el procedimiento seguido para determinar los adeudos.

Continúa señalando que la autoridad es omisa en precisar cómo se obtuvieron los datos  como “volumen descarga” “concentración mg/L” “LMP” “Aportación contaminante (kg)”, así como cada uno de los rubros, pues no señala la norma que precisa ese dato o bien de donde obtuvo las cantidades que manifiesta.

Resulta parcialmente fundado el agravio planteado, en la medida que se indica y conforme a las consideraciones legales siguientes:

En efecto todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 


En tal virtud, para los efectos de la fundamentación y motivación requeridas, la autoridad únicamente se encontraba obligada a expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y señalar con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que la existencia de adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, por tanto lo establecido en el artículo 16 constitucional, relativo a que todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, no tiene el alcance de obligar a la autoridad a realizar las precisiones que el accionante refiere en el sentido de pormenorizar los períodos y datos que incluían los análisis que dice la autoridad fueron practicados por la empresa en sus descargas y que fueron entregados al Organismo, ni mucho menos precisar el alcance probatorio de tales documentos.


Por otra parte, resulta fundado lo relativo a la omisión de la autoridad emisora del acto impugnado, al no señalar a detalle como llego a determinar las cantidades adeudadas, pues algunos rubros de los cuadros determinativos contienen datos incomprensibles y no son explicados por la autoridad, pues se contienen rubros sin definir, así mismo en cuanto a que la emisora es omisa en señalar como es que llegó a determinar esos cálculos, precisando detalladamente el procedimiento para ello.

Para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

En el caso en estudio, en efecto, del oficio impugnado se advierten diversos rubros  (volumen descargado (m3/trim), concentración mg/L, LMP, LL, Aportación contaminante (kg), cuota aplicable y monto calculado) respecto de los cuales no se señalan las razones de cómo es que llegó a determinar esos cálculos, ni tampoco el procedimiento que se realizó previo a la obtención de los mismos, que permitan configurar los adeudos correspondientes.

Por lo que en el caso no se cumple con la obligación de fundar y motivar debidamente la actuación de la autoridad emisora, conforme lo ordenan los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en el que se establezca de forma clara y precisa las bases legales y operaciones aritméticas que le llevan a concluir los conceptos contenidos en los diversos rubros y cantidades que se determinan procedentes, exponiendo los procedimientos y mecánicas utilizadas para determinar los adeudos en materia de contaminantes correspondientes, a fin de que el accionante conozca los procedimientos utilizados del cobro que se le pretende aplicar por los adeudos en materia de descargas de contaminantes a favor de la autoridad demandada.

Lo anterior aunado al hecho de que la demandada es omisa en citar los fundamentos legales en que se sustenta, en relación a la regulación del pago por los conceptos de los cuales deriva el adeudo, y las razones por las cuales la moral actora se ubica en tales supuestos de los que se origina el adeudo que se determina.

De igual manera, en lo relativo al diverso motivo de disenso, relativo a la debida fundamentación y motivación que debe contener todo acto de autoridad, para lo cual argumenta que la demandada cita la “Norma Técnica Ecológica NTE-SLP-AR-001/05” omitiendo precisar el artículo, apartado, fracción, inciso o subinciso aplicable o bien la parte correspondiente de dicha norma, máxime la obligación de la autoridad de precisar manera exhausta tales consideraciones; en efecto le asiste razón a la parte actora, toda vez que dicho decreto de creación de la norma y procedimiento para el establecimiento de condiciones particulares de descarga, se conforma de diversos numerales (1,2, 2.1, 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.6, 2.7, 2.8, 2.9,3, 3.1.3.2, 3.3, 4, 4.1, incisos a) y b), 4.2, 5,6,7,8,9,10), omitiendo la emisora señalar en el acto mismo, el numeral, inciso o apartado específico, aplicable al caso, especificando con claridad, certeza y precisión la fundamentación correspondiente, actuación que le produce al actor estado de indefensión.
En ese orden de ideas, esta Sala Unitaria determina que, los argumentos de impugnación resultaron inoperantes por una parte, infundados y parcialmente fundados por otra parte, de acuerdo a los razonamientos expuestos, ubicándose en la causal de ilegalidad prevista por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y por tanto,  con fundamento en el artículo 251 del citado Ordenamiento legal, es  por lo cual resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución con número de oficio**********de tres de junio de dos mil veintidós, emitida por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en la cual se notifican y determinan diversos adeudos en materia de descargas de contaminantes, y por consecuencia la NULIDAD del mismo, en virtud de que no fue expedido apegado al principio de legalidad y de seguridad jurídica, ni debidamente fundado ni motivado por la Autoridad que lo emitió, conforme ha quedado establecido, lo cual se encuentra salvaguardado por el artículo 16 de nuestra Carta Magna.

Por tanto,  con fundamento en el artículo 251 del citado Ordenamiento legal, por lo cual resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y por consecuencia la NULIDAD del mismo, situación que no limita de forma alguna, las facultades de determinación de la autoridad, toda vez que al tratarse de facultades discrecionales, éstas quedan a salvo.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 248, 249, 250 fracciones II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado consistente en **********, por lo que en consecuencia se declara su NULIDAD, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos expuestos en el Considerando SEXTO de ésta Sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por correo electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”








